CONTRALORÍA DE SERVICIOS

CIRCULAR NÚMERO 1

DERECHO DE PETICIÓN

Estimados compañeros, con el fin de brindar un mejor servicio a nuestros usuarios respetando sus derechos fundamentales, la Contraloría de Servicios, ha compilado una serie de extractos de jurisprudencia relacionada con el derecho de petición, de manera que nos sirva de referencia al atender las constantes solicitudes de nuestros usuarios, igualmente este material nos ayudará a prevenir eventuales denuncias para nuestra institución, así como también puede sernos útil en el aprendizaje personal cuando somos nosotros, como usuarios, quienes requerimos una respuesta de la administración.

DESCRIPTOR: DERECHO DE PETICIÓN

CONSTITUCIÓN POLÍTICA

ARTÍCULO 27.- SE GARANTIZA LA LIBERTAD DE PETICIÓN, EN FORMA INDIVIDUAL Y COLECTIVA, ANTE CUALQUIER FUNCIONARIO PÚBLICO O ENTIDAD OFICIAL, Y EL DERCHO DE OBTENER PRONTA RESPUESTA.

“ El ejercicio  de este derecho fundamental apareja la obligación del funcionario o entidad pública de contestar en el menor tiempo posible. Pero la contestación no puede limitarse a dejar constancia de que se recibió la petición, sino que la autoridad pública correspondiente debe examinar el contenido de la solicitud y resolverla conforme a las atribuciones que le competen.


Lo anterior no implica, desde luego, que la respuesta deba ser favorable a las pretenciones del administrado, sino de responder lo antes posible, es decir obtener pronta respuesta”

HERNÁNDEZ VALLE (Rubén), CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA, comentada y anotada, 1 edición, San José, Editorial Juricentro, 1998.

JURISPRUDENCIA.

DERECHO DE PETICIÓN; GENERALIDADES. “ En forma reiterada ha señalado  la sala que no puede cargar el ciudadano con las deficiencias de las oficinas administrativas y menos aún si ello va en detrimento de sus derechos fundamentales, en caso de que la solicitud adolezca de requisitos, lo propio es que la Administración haga la prevención, o, en caso de haberse presentado ante un órgano incompetente, procede también advertirlo o pasar el asunto a quien corresponda, pero notificando la decisión tomada, siempre partiendo de que, de no haber obstáculo alguno, debe la Administración brindar la información requerida o señalar el escollo que le impide hacerlo; indicar el estado de la gestión, o, en su caso decidir sobre el fondo del asunto dentro del plazo legal”. Sala Constitucional V. 929-99,  de las 9:42 horas del 12 de febrero de 1999.

DIFERENCIA ENTRE EL QUEBRANTO DEL DERCHO DE PETICIÓN Y EL DE JUSTICIA PRONTA Y CUMPLIDA. “Sobre el particular, cabe aclarar que este derecho constitucional, en relación con el artículo 32 de la ley de la jurisdicción constitucional, se encuentra referido a peticiones puras y simples de información y no a recursos, reclamos u otro tipo de peticiones del administrado, por lo que no puede considerarse que exista violación constitucional en ese sentido. Sin embargo, la falta de atención del reclamo presentado por un plazo superior a dos meses, produce la violación del artículo 41 de la carta magna, en cuanto al fondo implica una denegatoria  de justicia a la vez que quebranta la obligación de los funcionarios públicos de resolver los asuntos que se les han planteado”

Sala Constitucional V. 2868-93, de las 10:54 horas del 18 de junio de 1993.

RESPUESTA NO DEBE SER VERBAL. “ En criterio de esta Sala sí se da un quebranto al derecho constitucional de toda persona de obtener respuesta para las peticiones que formule ante un funcionario, y no es atendible el que ahora se pretenda acreditar que la información fue suministrada en forma verbal, cuando la petición fue formulada por escrito. En tales condiciones, debió haberse respondido de la misma forma por parte del funcionario recurrido...Además el requerimiento de que la respuesta se consigne por escrito resulta indispensable como único medio de prueba de que efectivamente la respuesta se dio, del contenido de ésta y del plazo que se tardó en contestar, aspectos que son todos relevantes para las valoraciones que corresponde efectuar a esta Sala”. Sala Constitucional V. 1479-99 de las 14:57 horas del 2 de marzo de 1999.

SI NO ES POSIBLE RESOLVER A TIEMPO LO PEDIDO, SE DEBE INFORMAR DE ELLO AL ADMINISTRADO: “ En reiteradas ocasiones esta Sala ha dicho que si la Administración no está en brindar la información que interesa en el término establecido en el artículo 32 de la ley de jurisdicción constitucional, por las razones que medien en cada caso, debe poner ello en conocimiento del gestionante e indicarle, al menos, si se le dio trámite, el estado en que se encuentra y la fecha posible de su contestación”. Sala constitucional, Voto 2976-92 de las 10:25 horas del 2 de octubre de 1992.

NO BASTA CON CONFECCIONAR LA RESPUESTA DENTRO DEL PLAZO; TAMBIÉN DEBE HABER NOTIFICACIÓN: “Por otra parte, cabe señalar que resulta totalmente insuficiente  que la nota de respuesta se haya confeccionado dentro del plazo de los diez días hábiles, ya que ello debe complementarse, necesariamente con la notificación al solicitante, en ese mismo plazo, único momento en el cual se pueda dar por satisfecha la petición.” Sala Constitucional. V. 1878-93 de las 17:57 horas del 23 de abril de 1993.

DEBER DE PREPARAR SU RESPUESTA AUNQUE NO SEÑALEN LUGAR PARA NOTIFICACIONES. “Según lo anterior, si ello no consta, en todo caso la Administración debe preparar su respuesta  y archivarla para el interesado. Sin embargo no puede proceder una sentencia estimatoria para estos casos, dadas las razones imputables al petente y no a la Administración”. Sala Constitucional Voto: 1503-94 de las 19:27 horas del 21 de marzo de 1994.

FALTA DE COMPETENCIA NO EXIME EL DEBER DE RESPUESTA “En este caso, se evidencia el quebrantamiento al derecho de petición y pronta resolución del amparado cuando la Institución no previó, ni comunicó, ni sugirió, la existencia de la necesidad de dar traslado al administrado, de su determinación de que hacía falta información para tramitar la denuncia planteada. En este sentido, tampoco se observa gestión alguna del Ministerio, con relación a la obligación de comunicar al administrado el lugar donde se ubicaba su gestión –pese a que constaba lugar para recibir notificaciones-, así como el tiempo aproximado que permanecería en él, pues si bien, la recurrida lleva razón de que al MOPT no le podía imponer un plazo para recibir respuesta a la prevención, por responder a relaciones interinstitucionales, ello lógicamente devendrá en perjuicio del interesado, quien en el estado actual de cosas verá que su gestión será tramitada en forma burocrática y posiblemente por mucho tiempo más, lo cual es incompatible con el derecho de la Constitución Política. 

En consecuencia de lo expuesto, la Sala estima que el recurso debe declararse con lugar, sobre este extremo, y sin lugar en los demás”. V. 2000-07946 SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las nueve horas con cinco minutos del ocho de setiembre del dos mil.-

LICDA. YORLENNY ROJAS LÓPEZ

CONTRALORÍA DE SERVICIOS

Regulador General

Directores de Area

C/ Funcionarios ARESEP.

